INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 28 DE JUNIO DE 2006.  INGRESOS. FORMA EN QUE HA DE REALIZARSE EL PAGO DE LOS INGRESOS INDEBIDOS DE TRIBUTOS CEDIDOS EN LOS PROCEDIMIENTOS INICIADOS A INSTANCIA DE PARTE.
Modalidad de informe: Consulta. 
Área temática: Ingresos.
Informe vigente.
Se recibe en esta Intervención General, procedente de la Intervención Delegada en “………………….”, consulta en la que se solicita determinada interpretación en relación con la forma en que ha de realizarse el pago de los ingresos indebidos de tributos cedidos, cuando el procedimiento se inicia a instancia de parte.

La consulta que la Intervención Delegada plantea es si debe aplicarse, en este supuesto, la forma de pago prevista en el artículo 18 de la Orden de 18 de febrero de 2005, de la Consejera de Hacienda, por la que se regulan los medios de pago en la gestión de la Tesorería General de la Comunidad de Madrid ya que, en relación con las previstas en  el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Presupuestaria, se restringirían las posibilidades del interesado. 
Se acompaña al planteamiento de la consulta determinada documentación, acreditándose los  siguientes 


ANTECEDENTES

1.-
Con fecha 7 de junio de 2005, el Interventor Delegado en “………………” elevó consulta a los Servicios Jurídicos en la Consejería de “………….” en relación con la interpretación que en derecho hay que dar al artículo 17.2.b)  del Real Decreto 520/2005 de 13 de mayo mencionado, en relación con el artículo 11.3 del Real Decreto 1163/1990 de 21 de septiembre,  por el que se regula el procedimiento para la realización de ingresos indebidos. 

2.-
Es dato destacable, para la correcta comprensión del asunto, el hecho de determinar el alcance que la cesión de tributos a las Comunidades Autónomas tiene, entendiéndose que la cesión se refiere al rendimiento total o parcial en su territorio de los mismos (artículos 17 y 18 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre por el que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de Régimen Común y Ciudades con Estatuto de Autonomía).
Asimismo, su artículo 19 determina la normativa por la que se regirán los tributos cedidos, que será  “(..)  la Ley General Tributaria, la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, la Ley propia de cada tributo, los Reglamentos generales dictados en desarrollo de la Ley General Tributaria y de las Leyes propias de cada tributo, las demás disposiciones de carácter general, reglamentarias o interpretativas, dictadas por la Administración del Estado y, en los términos previstos en este Título, por las normas emanadas de la Comunidad Autónoma competente según el alcance y los puntos de conexión establecidos en el mismo”
3.-
Hay que tener en cuenta también, que la Ley 30/2002, de 1 de julio, de régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad de Madrid y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión, establece en su artículo 2 que “ (..) se atribuye a la Comunidad de Madrid la facultad de dictar para sí misma normas legislativas  en los casos y condiciones previstos en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre (..)”.
4.-
En la actualidad, la regulación vigente en la Comunidad de Madrid sobre medios de pago en relación con la gestión recaudatoria de tributos cedidos, está plasmada en la Orden de 18 de febrero de 2005, de la Consejera de Hacienda, por la que se regulan los medios de pagos en la gestión de la Tesorería General de la Comunidad de Madrid. En concreto, su artículo 18 regula los “medios de pago de obligaciones”.

5.-
Del análisis conjunto de la normativa expuesta, ha surgido la fundada duda acerca de la interpretación que hay que dar a la expresión “administración competente” que señala el artículo 17.2.b)  del Real Decreto 520/2005 al mencionar que “cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, la solicitud debe contener la declaración expresa del medio elegido por el que haya de realizarse la devolución, de entre los señalados por la Administración competente”; y a la forma de pago a emplear, pues si por Administración competente se entiende la de la Comunidad de Madrid, en aplicación de su regulación –Orden de 18 de febrero de 2005-, la forma de pago a emplear por el interesado se vería  restringida en relación con las permitidas en los  Reales Decretos 520/2005 y 1163/1990.

6.-
Con fecha 7 de junio de 2005, se elevó consulta a los Servicios Jurídicos, que se pronunciaron al respecto mediante informe de 20 de junio de 2005.
7.-
El contenido de la consulta que ahora se eleva por la Intervención Delegada en “…………………”, se resume en las siguientes cuestiones:
· “En el supuesto de devoluciones de ingresos indebidos de tributos cedidos,  a instancia de parte ¿es aplicable el artículo 18 de la Orden de 18 de febrero de 2005, de la Consejería de Hacienda por lo que el interesado al solicitar la devolución deberá ajustarse al mismo si bien la Comunidad de Madrid reduce las posibilidades del tercero al establecer con carácter general como medio de pago la transferencia bancaria?.
· En el supuesto de que el interesado no manifieste opción ¿deberá aplicarse igualmente el mencionado artículo 18?.
· Entendemos que sería aplicable la Orden de la Consejería de Hacienda de 18 de febrero de 2005 con carácter imperativo (..). Es decir, nos encontramos en el supuesto de que la Administración sí ha señalado los medios de pago y el interesado deberá optar por los señalados por la Administración si bien es cierto que en el caso de la Comunidad de Madrid ésta restringe  los mismos a la transferencia y solo permite la excepción para las personas físicas en supuestos excepcionales.”
8.-
Se acompaña al escrito de consulta: la petición de informe a los Servicios Jurídicos; el informe del Servicio Jurídico en la Consejería de “……………” y la Orden de  18 de febrero de 2005 mencionada.
De su lectura, y de acuerdo con los antecedentes expuestos, se formulan las siguientes

CONSIDERACIONES

I
La primera cuestión a determinar, es el alcance de la expresión “administración competente” que señala el artículo 17 del Real Decreto 520/2005, en el sentido de considerar incluida en la misma a la administración autonómica que gestiona tributos cedidos conforme a la previsión recogida en el artículo 19 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre.

En este sentido, este Centro Fiscal hace uso de las argumentaciones dadas por los Servicios Jurídicos en su informe de 20 de junio de 2005 y considera, al igual que su criterio que“(..) debe considerarse que la referencia a “Administración competente” se entiende realizada a la Administración que deberá efectuar la devolución de que se trate, sin diferenciar entre tributos cedidos y propios de la Comunidad Autónoma (..)” .“De este modo cuando de acuerdo con estos preceptos proceda la devolución de ingresos indebidos, será de aplicación el procedimiento regulado en el Real Decreto 520/2005, de manera que el interesado, cuando se haya iniciado el procedimiento a su instancia, podrá elegir el medio de pago en que se haya de efectuar la devolución, de entre los medios establecidos por la Administración a la que compete la devolución, que en el caso de la Comunidad de Madrid serán los medios que se establezcan por su normativa específica”.

La primera conclusión a la que llegamos, es que hay que equiparar el término Administración competente con Administración de la Comunidad de Madrid, ya que en este caso es la competente para la devolución, y posee normativa específica, contenida en la Orden de 18 de febrero de 2005, que será de aplicación preferente. 
II

A continuación, se procede a analizar la posible contradicción existente entre el artículo 11.3 del Real Decreto 1163/1990, declarado expresamente vigente por el Real Decreto 520/2005, y el artículo 17 del este Real Decreto citado.

El mencionado artículo 17, dispone:
“ 1. En los supuestos previstos en el artículo 221.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos podrá iniciarse de oficio o a instancia del interesado.

2. Cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, la solicitud deberá dirigirse al órgano competente para resolver y, además de las menciones a que se refiere el artículo 2 de este Reglamento, contendrá los siguientes datos:

(..)

b) Declaración expresa del medio elegido por el que haya de realizarse la devolución, de entre los señalados por la Administración competente.

Si la Administración competente no hubiera señalado medios para efectuar la devolución, el beneficiario podrá optar por:

1º Transferencia bancaria, indicando el número de código de cuenta y los datos identificativos de la entidad de crédito.

2º Cheque cruzado o nominativo.

Si el beneficiario de la devolución no hubiera señalado medio de pago, se efectuará mediante cheque.(..)”


Por su parte, el artículo 11 del Real Decreto 1163/1990 establece:
“(..)
3. El pago de la cantidad a devolver se realizará mediante cheque cruzado contra los fondos del Tesoro Público en el Banco de España o a través de transferencia bancaria a la cuenta que el interesado o representante legal autorizado tenga abierta en una entidad de crédito.

Cuando el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución se hubiere iniciado a instancia del interesado, se atenderá a la declaración hecha por éste en el escrito presentado.

(..)”


A la vista de estos artículos se puede ultimar que, en la iniciación del procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos a instancia del interesado, se posibilita que éste opte, de entre los medios señalados por la Administración competente, por el que  decida.
En cualquier caso, la elección se hará de entre los señalados por la Administración competente para efectuar la devolución que, tal como se ha determinado en el punto primero de este informe, es la Comunidad de Madrid.

La Comunidad de Madrid posee su normativa específica al respecto y en relación con la materia, contenida en la Orden de 18 de febrero de 2005, de la Consejera de Hacienda, por la que se regulan los medios de pago en la gestión a la Tesorería General de la Comunidad de Madrid, por lo que tendríamos que acudir a su contenido.
En concreto el artículo 18, dentro del Capítulo dedicado al pago de obligaciones a favor de terceros por la Tesorería General de la Comunidad de Madrid “medios de pago de obligaciones”, dispone:
“1. El pago de obligaciones a favor de terceros que corresponda realizar a la Tesorería General de la Comunidad de Madrid se regirá por lo dispuesto en la normativa reguladora de la ordenación de los pagos de la Comunidad de Madrid, que determinará los medios de pago autorizados. En cualquier caso, con carácter general, el pago en efectivo de obligaciones se efectuará por la entidad colaboradora en el servicio de caja mediante transferencia bancaria. Excepcionalmente, cuando concurran circunstancias que así lo justifiquen, bien de urgencia bien por la especial naturaleza de la obligación u otras debidamente justificadas, y sólo para las personas físicas, la Tesorería General de la Comunidad de Madrid podrá autorizar el pago mediante cheque nominativo con cargo a las cuentas operativas abiertas en la referida entidad colaboradora.
2. El abono de las transferencias bancarias se efectuará en las cuentas abiertas a nombre de los terceros, comunicadas por éstos a la Tesorería General de la Comunidad de Madrid, en los términos dispuestos en la normativa vigente y en las condiciones que se determinen en el convenio que se suscriba al efecto con la entidad colaboradora.”
Por tanto, al poseer la Comunidad de Madrid su normativa específica  será ésta la aplicable con preferencia, y el interesado deberá acudir a la misma con el fin de elegir el medio de pago oportuno.
Tal como estima el Interventor Delegado “(..) nos encontramos en el supuesto de que la Administración sí ha señalado los medios de pago y el interesado deberá optar por los señalados, si bien es cierto que en el caso de la Comunidad de Madrid ésta restringe los mismos a la transferencia y solo permite la excepción para las personas físicas en supuestos excepcionales”.

Se configura así un mecanismo determinado de pago, que se materializará:

· En cualquier caso, y con carácter general, mediante transferencia bancaria. 
· Excepcionalmente, cuando concurran circunstancias que así lo justifiquen, y sólo para las personas físicas, la Tesorería General de la Comunidad de Madrid podrá autorizar el pago mediante cheque nominativo.

En el supuesto de que esta normativa específica no existiera, se aplicaría la estatal mencionada.
III

Por tanto, en el supuesto en que el procedimiento se inicie a instancia del interesado,  éste podrá optar por los medios de pago en que se haya de efectuar la devolución, de entre los establecidos por la Administración competente, que es la administración de la Comunidad de Madrid, y que tiene su normativa específica, contenida en la citada Orden de 18 de febrero de 2005, que será de aplicación preferente, pudiendo ser cheque, si se dan los supuestos contenidos en el artículo 18, o transferencia bancaria, que es el supuesto general.

En todo caso, la forma de  efectuarse la devolución se hará de entre los medios señalados por la Administración que haya de realizarla, que es la de la Comunidad de Madrid, y solo en su defecto, podrá el interesado acudir a los medios previstos en el Real Decreto 520/2005. 

En virtud de las consideraciones manifestadas, se deduce la siguiente
CONCLUSIÓN


Una vez examinada la normativa estatal y autonómica aplicable al supuesto, este Centro Directivo estima que la referencia “Administración competente” dada por las normas, hay que entenderla realizada a la Administración que deberá efectuar la devolución de que se trate, y que el medio para realizar tal devolución podrá ser, siempre que el procedimiento se inicie a instancia del interesado, uno de los elegidos por el mismo de entre los establecidos  por la referida Administración.


En el supuesto que nos ocupa, siendo la Administración competente para la devolución la Comunidad de Madrid, los medios de pago de obligaciones serán aquéllos regulados en su normativa específica, que es la Orden de 18 de febrero de 2005, de la Consejera de Hacienda, por la que se regulan los medios de pago en la gestión de la Tesorería General de la Comunidad de Madrid, que será de aplicación preferente.

Los artículos 11 del Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre y 17 del Real Decreto 520/2005 de 13 de mayo, recogen la posibilidad de que el interesado elija el medio de pago de entre los previstos por la Administración que efectúe la devolución –Comunidad de Madrid-. 

Si no hubiera regulación al respecto, se podría acudir a las posibilidades recogidas en el Real Decreto 520/2005 citado, a efectos de que el interesado que inició el procedimiento pueda ejercer su derecho a elegir de entre las mismas la que estime oportuna.
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